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SENTENCIA INTERLOCUTORIA DEL TRIBT]N,\L CONSTITUCIONAL

Lima. 22 de octubre de 2018

El l'etuano el 29 de agosto de 2014, este Tribunal estableció, en el

ASUNTO

Recu¡so de agravio conslitucional interyuesto por don Abdón Jorge Siles Bravo
contm la sentencia de foias 45, de fecha 27 de abril de 2018, expedida por la Primera
Sala Civil Permanente de la Co e Superior de Jr¡sticia de facna, que decLaró

improcedente la demanda de autos.

FUNDAMENTOS

tencia emitida cn cl Expcdicnte 00987-2014-PA/TC, publicada en el diario

\

amento 49, con carácter de precedente, que se expedirá senteücia interlocutoria
denegatoria, dictada sin más t¡ámite, cuando se presente alguno de los siguientcs
supuestos, que igualmente están contenidos en el afticulo 1l del Reglamento
Normativo del Tribunal Constitucional:

a) Carezca de fundamentación la supuesta vulneración que se invoque.
b) La cuestió¡ de De¡echo contenida en el recurso no sea de cspecial

trascendencia constitucional.
c) La cuestión de Derecho invocada contradiga un precedente del Tribunal

Conslitucional
d) Se haya decidido de mane¡a desestimatoria en casos sustancialmente iguales.

2. En la sentencia ernitida en el ExpedieÍte 03 748-2013-PC/TC, publicada el 30 de

noviembre de 20i5 en el po al web institucional, este T buial desestimó el
proceso dc cumplimicnto mcdiante el cual la de¡¡andante solicitó qr¡e sc ejccutc la
resolución administrativa qr¡e ordenó que, en aplicación del artícülo 48 de la
derogada Ley 2.1029, se incorporase a su pensión la bonificación por p¡epa¡ación dc
ciases y evaluación en un monto equivalente al 30 o¿ de su remuneración total y se

le pagaran Los devengados desde que ingresó a la docencia. La sente¡rcia declaró
infundada la dcmanda en el extremo referido al pago de la mencionada bonificación
a la demandante por su condición de docente cesante. Se argumentó que, en este

extrerno, la resoh¡ción adrninistraliva materia de cumplimiento carece de la
virtualidad y la legalidad suliciente para constitui¡se en ñdndq us potq.re
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transgrede la lorma legal que invoca. dado que los docentes en situación de

cesantes no tienen derecho a percibi¡ la mencionada boniñcación, puesto que la
finalidad de este derecho es rctribuir la labor que eftctúa el docente en actividad
l'uera del horario de clase. consistente cn la preparación de clases y evaluación.

3. El presente caso es sustancialmente igual al resultado, de mane¡a desestimatoria, en

la sentencia emitida en el Expedie¡te 03748-2013-PC/TC, puesto que el
demandante, quien ticne la condició¡ de profesor cesantc, pretende que se ejecute

la Resolución Directoral Regional 1134 (i 3), de fecha 3l de rnayo de 2016, quc
ordena que se le pague la suma de S/ 17 880.00 por concepto de los devengados en

via de regularización de la bonificación por preparación de clases y ev¿luación,
calculado sobre la base del 30 o¿ de su remune¡ación total.

4. En comecuencia, y de Io expuesto en los lundr¡mentos 2 y 3 sapra, se verifica que

el prescnte ¡ecurso de agravio ha incunido en la causal de ¡cchazo prevista en el

acápite d) del fundamento ,19 de la sentencia emitida en el Expediente 00987-2014-
PA,/TC y en el inciso d) del artículo 11 del Reglamento Normativo del Tribunal
Constitucional. Por esta razón, conesponde declarar, sin más trámite, improcedente
cl rccur.o dc agravio.'onstitucional.

Por estos fundamentos, ei T¡ibunal Constitucional, con la autoridad que le
conñe¡e la Constitución Politica del Perú, y la parlicipación del magistÉdo Espinosa-
Saldaña Barrera, convocado para dirimir la discordia suscitada por cl voto singular del
magistrado Ferero Costa.

MIRANDA CANALES
SARDÓN DE TABOADA

^")
Lo

,L,
oESPINOSA-SALDAÑA

RESUELVE

Declarar IMPROCEDENTE el recurso de agravio constitucional.

L.
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VOTO SINGULAR DEL MAGISTRADO FERRERO COSTA

Con la potcstad que me otorga la Constitución, y con el mayor respeto por la poncn(ir
de mi colega magistrado, emito el presenle voto singular. para expresar respetuosamente
qL¡e disiento dcl precedente vinculante establecido en la Sentencia 00981-2014-P NTC,
SENTENCIA INTERLOCU'I'ORIA DENEGATORIA, por los fundamentos que a

conliúuación expongo:
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EL TRTBUNAL CoNsrrrucroN^L coMo coRTE DE REustóN o FALLo Y No D[
CAsACIóN

La Constitr.¡ción de 1979 crcó cl Tribunal de Garantías Constitucionales corno
instancia de casación y la Constitución de 1993 convitió al Tribunal Constitucional
cn instancia de fallo. La Constitución del 79, por primcra vcz en nuestra historia
constitucional, dispüso la crcación de un órgano ad ñoc, independiente del Podcr
Judicial. con la tarea de garantizar la supremacía constitucional y la vigencia plena
de los derechos lündameítales.

2. La Ley Irundamental de 1979 establcció que el 'Iribunal de Garartias
Constitucionales era un ó¡ga¡o de control de la Constitución, que tenía j uiisdicción
en todo el lelaito o nacional para conocer. en ría de casac¡ón, de los habeas cotpus
y amparos denegados por el Poder Judicial, lo quc implicó que dicho lribunal no
constituia una instancia habilitada para lallar en lbrma definitiva sob¡e la causa. Es

decir, no se pronunciaba sobre los hechos invocados como amenaza o lesión a los
de¡echo" ¡cconocidos cn la ( onstirucion.

J. hn cse sentido, la Ley 23385, Ley Orgánica del T¡ibunal de Garantías
Constilucionales, vige¡te en ese momento, estableció, en sus añículos 42 aI46, que
dicho órgano, al cncontrar una.esolución denegatoria que ha violado la ley o la ha
aplicado en forma er¡ada o ha incurrido en graves vicios procesales en la
tramilaciót1 y resolución de la demanda, procederá a casar la sentencia y, luego de

señalar la deficiencia, devolverá los actuados a la Code Suprema de Justicia de la
República (reenvío) para que emita nuevo fallo siguiendo sus lineamientos,
procedimiento que, a todas luces, dilataba en exceso los procesos constitucionales
mencionados.

4. El modelo de tutela ante ameDazas y vulneración de de¡echos fue seriamcnte
modificado cn la Constitución de 1993. En primer lugar, se amplian los
mecanismos de lutela de dos a cuatro, a saber, habcas corpus, at'nparo, habcas dala
y acción de cumplimiento. En segundo lugar, se crea al Tribunal Constjtucional
como órgano dc control dc la constitucionalidad, aun cr¡ando la Constitución lo
califioa e¡róneamente como "ó¡ga¡o de control de la Constitución". No obstante, en

t/i/\
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5. Cabe scñalar que la Constitución Política dei Perú, en su articulo 202, inciso 2,
prescribe que corresponde al Tribunal Constitucional "conocer, en úhima y
dejiniti|a inslancid, las rcsoluciones denegaforias dictad1s en los p|ocesos de

habeas corpus, amparo, habeas data y acción de cuhplim¡ento". Esta disposición
constitucional, desde una posición de franca tutela de los derechos fundamenlales,
exige que el Tribunal Constitucional escuche y evalúe los alegatos de quien se

estima amenazado o agraviado en un derecho lundamental. Una lectura dive¡sa
contravendría mandatos esenciales de la CoDstit¡rción, como son el principio de

delénsa de la persona humana y el respeto de su dignidad como fin supremo de la
socicdad y dcl Ilstado (artículo l), y "ld observanci.t del debido proceso y tutela
juti¡^diccional- Ning na persona puede ser desviada de la jurisdicción
predeterminclda por lct ley. ni r^ometida a procedimiento .listin¡o de los previatue le
establecidos, ni juzgada pot órgdnos jurisdiccíonales ¿e excepción ni por
con¡s¡ones espcciales ctcalda,t al efeclo cualquiera sea su denotuü1ación",
consagrada en el afículo 139, inciso 3.

6. Como se advierte. a diferencia cle lo quc acontece en otos países, en los cuales el
acceso a ia illtima instancia constitucional tiene lugar por ia via del certioÍati
(Suprema Cofe de los Eslados tjnidos), en el Perú el Poder ConstituyeDtc optó por
un órgaDo supremo de interpretación de la Constitución capaz de ingrcsar al fondo
en los llamados procesos de la libeñad cuando el agraviado no haya obtenido una
prolección de su derecho en sede dcl Podc¡ Judicial. En otras palabras, si 1o que
cstá cn djscusió¡ es la supuesta anenaza o lesión de un dc¡echo fundamental, se
debe abrir la vía correspondientc para que el Tribunal Constitucional pueda
p¡o¡unciaase. Pero la apertura de esta via solo sc produce si se permite al
peticionante colabora¡ con los jueces constitucionales mediante un pormeno¡izado
análisi. Je l,' que *e prctendc. dc lo que se invocc.

7. Lo constitucional es escuchar a la partc como concretización de su derecho
irrenuncjable a la defensa; además, un Tribunal Constitucional constituye el más
efectivo medio de defensa de los de¡echos fundamentales fiente a los poderes
públicos y privados, lo cual evidencia el triunfo de la justicia frente a la
arbitrariedad.

EL DrREC¡to ,\ sER oiDo coNlo ]TANIFESTACIóN D! LA DIiltocR^TIZAC¡ó\ Df, Los
PRocEsos CoNs rtruc¡oNALES DE LA LTBERTAD

8. l,a administración de juslicia conslitucional de la libe¡tad qüe brinda el Tribunal
Consti¡ucional. desde su crcación. cs respetuosa! como corresponde, del derecho de

ru1

materia de proccsos constitucionales de la libe¡tad, la Constitución establece que el
lribunal Conslitucio¡al es instancia de revisión o fallo.
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deiénsa inhcrcnte a toda persona, cuya manifestación primaria es el dcrecho a ser

oído corr todas las dcbidas garanlías al interior de cualquier proceso en el cual se

detcrminen sus derechos, intereses y obligaciones.

9. Precisamente, mi alejamiento respecto a la emisión de una resolución constitucional
sir realizarse audiencia de vista está relacionado con la defensa, la cual. sólo es

cfectiva cuando eljr.rsticiable y sus abogados pueden exponer, de manera escrita y
oral, los argumentos pertinentcs, concrelándose el principio de inmediacion quc
debe regir en todo proccso constitucional.

10. Sobre la inteNención de las pa¡tes, corrcsponde señalar que, e¡1 tanto que la
poaestad dc administrar justicia constituye uÍa manifestación del poder que el

Fls¡ado ostenta sobre las personas, su ejeroicio resulta constitucional cuando se

brinda con estriclo respeto de los derechos inherentes a todo ser humano, lo que
incluye el derecho a ser oído con las debidas garantías.

I l. Cabe añadir que la participación directa de las pafes, en del¿nsa de sus intereses,
clue se concede en la audielcia de vista, también constituye un elemento que
dcmocratiza cl proceso. De lo contrario, se decidiria sobre la esfera de inteñs dc
una persona sin permitirle alegar lo correspondiente a su favor, lo que resultaria
excluyente y antidemocrático. Además, el Tribunal Constitucional tiene el deber
ineludible de optimizar, en cada caso concreto, las razones, los motivos y los
a¡gumentos que justifican sus decisiones, porque el Tribunal Constitucional se

legilima no por ser un tribunal de justicia, sino por la justicia de sus razoncs, por
cxpresar dc modo suñciente las razones de derecho y de hecho relevantes en cada
caso que resuelve.

12. En ese sentido, ia Coúe InteÉme¡icana de Derechos Humanos ha establecido que el
derecho de defensa "obliga dl Estado a trutar al indiriduo en todo momento como
un verdadero sujeto del proceso, en el más amplio sentido de este concepto, y no
símplemenfe como objeto del mismo"l,y q:ae "paru que exis[a debido proceso legal
es ptec¡so que un jusliciable pueda hacer valer sus derechos y defender sus
tnrerescs cn.[ormo c/¿ctiva y efi cofidicíofies de igutrldad procesal con otros
int iriahlc:'t

I Corte IDH. Caso Barreto Leiva vs. Venezuela. sentencia del 17 de noviembre de 2009.
páña1b 29.
2 Corte lDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. Trinidad y Tobago,
sentencia del 2l de junio de 2002, pánafo 146.

W
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NATURAI,EZA PRoCESAL DEL RECURSO DE AGRAVIO CONSTITUCIONAL

i3. Fli modelo de "i¡stalcia de fallo" plasmado en la Constitución no puede ser
desvirtuado por el lribunal Constitucional si no es con grave violación de sus

disposiciones. Dicho Trjbunal es su intérprete supremo! pero no su reformador, toda
vcz quc como órgano consliluido también está sometido a la Constitución.

1¿1. Cuando se aplioa a un proceso coftlilucional de la libertad la denominada
"sentencia interlocutoria", el recurso de agravio conslilucional (RAC) pierde su

verdadem esencia jurídica, ya que el Tribtural Constitucional no tiene competcncia
para "revisar" ni mucho menos "recaliñcar" el¡ecurso de agravio constitucional.

15. De conlbrmidad con los a ículos 18 y 20 del Código Procesal Constitucional, el
Tdbunal Constitncional no "concede" el recüso. Esta es üna competencia de ia
Sala Superior dcl Podc¡ Judicial. Al l ribunal lo que le conesponde es conocer del
RAC y pronunciarse sobre el fondo. Por ende, no Ie ha sido dada la competencia de
rechazar dicho recurso, sino por el contrario de 'conocer" lo que la pañe alega
colno un ¿!rario qlre le cau.a indefensión.

16. Por ot¡o lado, Ia "scntencia inte¡locuto a" establece como supuestos para su
aplicación fórmulas imprecisas y amplias cuyo contenido, en el mejor de los casos.
iequiere ser aclarado, justificado y concretado en supuestos específicos, a saber,
identiñcar e¡ qué casos se aplicaria. No hacerlo, no definirlo, ni justificarlo.
conviefle el empleo de la precitada sentencia en arbitrario, toda vez que se podria
afectal, entrc otlos, cl derccho fundamental de defensa, en su manifcstación de ser
oído con las debidas garantias, pues ello daría lugar a decisiones subjctivas )
carentes de predictibilidad, afectando notablemente a los justiciables, quiencs
tendria¡ que adivinar qué resolve¡á el Tribunal Constitucional antes de presentar su
rcspcctiva demanda.

17. Por lo demás, malalis mutdndis, el precedente vinculante contenido cn la Sentencia
00987-201,1-P,TC repite lo señalado por c] Tribunal Constitucional en ot¡os
fallos, como en el caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramírez (Sentencia 02877-
2005-PHC/TC). Del mismo modo, constituye una reafinnación de la naturalcza
procesal dc los procesos constitucionales de la libcrtad (supletoriedad, vía previe,
vías paralelas, litispendencia, invocación del de¡echo constitucio¡al líquido y
cie¡to, e¡c.).

18. Sin embargo, el hecho de que los procesos constitucionales de la libertad sean de
una naturaleza procesal distinta a la de los procesos ordinarios no coitstitu)e un
molivo para que se pueda desvirtuar la esencia principal del recurso de agrar,io
constitucional.

yln
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19. Por tanto. si se tiene en cuenta que la justicia en sede constitucional representa la
última posibilidad para proteger y reparar los de¡echos fundamentaies de los

agraviados. voto a lbvor dc que en el prese¡Ite caso se convoque a audiencia para la
vista, lo que garantiza que el Tribunal Constitucional, en tanto instancia última y
dellnitiva, sea la adecuada para poder escuchar a las personas afectadas en sus

derechos escnciales cuando no encuentran justicia en el Poder Judicial;
cspccialmente si se tiene en cuenta que, agotada la via constitucional, al justiciablc
solo le queda el camino de la jurisdicción intemacional de protccción de derechos
humanos.

20. Como alirmó Raúl f'cficro Ilebagliati, "la delensa del derecho de uno es, al mismo
tiempo, una defensa total de la Cofftitución, pues si toda garantía constitucional
entraña el acceso a la prestación .jurisdiccional, cada cual al defcnder su derecho
está def¡ndiendo ei dc los demás y e1 de la comunidad que resulta oprimida o

envilecida sin la prote cción .ludic ial auténtica".

S

}-ERRF"RO COSTA tr,l1yqll1 Lo


